En Mendoza, a diecinueve días del mes de marzo del año dos mil trece, reunida la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia, tomó en considera-ción para dictar sentencia definitiva la causa n° 104.707, caratulada: "SUCESORES DE SO-RATTO RICARDO EN J° 43.722/11.778 SORATTO RICARDO P/ QUIEBRA 
VOLUNTARIA P/ QUIEBRAS Y Y CONC. S/ INC. CAS.".

Conforme lo decretado a fs. 49 se deja constancia del orden de estudio efectuado en la causa para el tratamiento de las cuestiones por parte de  los Señores Ministros del Tribunal: primero: DR. JORGE H. NANCLARES; segundo: DR. ALEJANDRO PÉREZ HUALDE; tercero: DR. OMAR PALERMO.- 

ANTECEDENTES:

A fs. 2/16, los sucesores del fallido, por apoderado, plantean recursos de Incons-titucionalidad y Casación en contra de la sentencia dictada a fs. 999/1006 de los autos n° 11.778/43.722, caratulados: "SORATTO RICARDO P/ QUIEBRA VOLUNTARIA" por la Segunda Cámara de Apelaciones en lo Civil de la Segunda Circunscripción Judi-cial.

A fs. 27 se admiten, formalmente, los recursos interpuestos y se ordena correr traslado a la contraria. A fs. 30/32 vta. contestan traslado el Síndico interviniente y el enajenador designado en la quiebra, quienes solicitan el rechazo del recurso, con costas. 

A fs. 43/44, corre agregado el dictamen del Sr. Procurador General, quien por las razones que expone, aconseja hacer lugar a los recursos impetrados.

A fs. 47 se llama al acuerdo para sentencia y a fs. 49 se deja constancia del orden de estudio en la causa por parte de los señores Ministros del Tribunal.

De conformidad con lo establecido en el art. 160 de la Constitución de la Provincia, esta Sala se plantea las siguientes cuestiones a resolver:


PRIMERA CUESTION: ¿Son procedentes los recursos de Inconstitucionalidad y Casación interpuestos?

SEGUNDA CUESTIÓN: En su caso, ¿qué solución corresponde?

TERCERA CUESTIÓN: Costas.
A LA PRIMERA CUESTIÓN EL DR. JORGE H. NANCLARES, DIJO: 

Los hechos que dan origen a las presentes actuaciones pueden resumirse de la siguiente manera:

1. En el trámite de la quiebra del Sr. Ricardo Soratto, uno de los acreedores verificados fue el Banco de la Nación Argentina, cuyo crédito hipotecario fue declarado admisible por la suma de $ 222.600,88 con carácter privilegiado y $ 172.240,43 con carácter quirografario.

2. La Srta. Mariana Andrea Soratto, hija del fallido, se presenta a fs. 586/592 y acredita que ha efectuado un pago por subrogación al Banco de la Nación Argentina por sus créditos verificados por un total de $ 427.500. Asimismo, a fs. 595 surge que la misma persona pagó por subrogación la totalidad de los créditos verificados a favor de los profesionales Dres. Llorente, Fernández Bastías, Rodríguez y Navarro Juri. En total, la subrogación efectuada fue por $ 564.657,78.

3. Uno de los inmuebles que pertenecían al fallido, un campo en Cuadro Benegas, tasado en $ 1.300.000, fue vendido por el procedimiento de venta directa al Sr. Maifredini, por la suma de $ 800.000, previa autorización judicial otorgada a fs. 771/772 vta. Dicha oferta de compra obtuvo la conformidad de los herederos del fallido y de la acreedora subrogante. Por su parte, el Síndico señaló que la operación debía autorizarse siempre y cuando se deposite el importe en efectivo en un plazo de cinco días y se acompañen las cartas de pagos de los créditos subrogados por la Srta. Mariana Soratto; lo que así fue resuelto por el a quo.

4. A fs. 895/902 se resuelve la conclusión de la quiebra por pago total y se regulan los honorarios profesionales. A tal fin, el a quo estima el valor del activo del presente proceso falencial en la suma de $ 1.741.000, importe que resulta de la sumatoria de los siguientes bienes: precio de la venta autorizada del campo de Cuadro Benegas $ 800.000; casa de calle Montecaseros $ 650.000; casa calle Alsina $ 276.000; otros bie-nes $ 15.000.

5. Dicha resolución fue apelada por las partes. En lo que aquí interesa, el Síndico y el enajenador apelaron el monto que constituye la base regulatoria de sus honorarios. Consideran que debe formar parte del activo, la suma de $ 564.657,78 correspondiente a la subrogación efectuada por una de las herederas del fallido. Señalan para ello que el inmueble se enajenó por venta directa por la suma de $ 800.000 pero que la tasación del mismo superaba la suma de $ 1.300.000.

6. La Segunda Cámara de Apelaciones de la Segunda Circunscripción Judicial hace lugar, en este aspecto, al recurso de apelación planteado. Señala la Cámara que el otorgamiento de la carta de pago de la acreedora subrogante resultó decisiva, en cuanto al cómputo de su valor dinerario, para la concesión de la autorización de la venta directa del inmueble que, a la postre, permitió a los sucesores del fallido solicitar la conclusión de la quiebra. En consecuencia, corresponde incluir en el total del activo estimado, los montos de los créditos por los que la acreedora subrogante otorgó carta de pago, es de-cir, $ 564.657,78.

En contra de dicha resolución, los herederos del fallido interponen recursos de Inconstitucionalidad y Casación ante esta Sede.

II.- EL RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD INTERPUESTO.-

Sostienen los recurrentes que la sentencia dictada resulta arbitraria e incompatible con las constancias de la causa. Señalan que el monto de las acreencias subrogadas y canceladas no fueron incluidas por el Juez de primera instancia en la base regulatoria, precisamente por no considerarlas activo. Una deuda no constituye un activo y la extinción de la deuda, por renuncia al cobro por parte del acreedor tampoco. Manifiestan que la decisión de incorporar al activo una deuda extinguida constituye una grave arbitrariedad. La Ley de Concursos y Quiebras es muy clara al prescribir que la base de la regulación de honorarios es el monto del activo. En el caso de quiebras concluidas antes de la realización de todos los bienes que integran el activo de la falencia, la base regulatoria será el valor del activo realizado y la estimación del valor del activo no realizado. Por lo que solicitan se excluyan del activo los créditos que fueron pagados por subrogación.

III.- EL RECURSO DE CASACIÓN INTERPUESTO.-

Sostienen los recurrentes que la sentencia no aplica lo prescripto en los arts. 267 y 268 de la Ley de Concursos y Quiebras. Señalan que los citados artículos disponen que la base regulatoria de los honorarios será exclusivamente el activo de la fallida. En el caso, el a-quo pretende incluir dentro de la base regulatoria el monto de deudas del fallido que fueron oportunamente pagadas por subrogación, mediante cartas de pago oportunamente presentadas. De este modo, el a-quo incurre en error in indicando, apar-tándose arbitrariamente del texto de la ley.

IV.- SOLUCIÓN AL CASO.-

Teniendo en cuenta las cuestiones fácticas y jurídicas comprometidas en la reso-lución de la presente causa, razones de orden estrictamente metodológicas aconsejan el tratamiento conjunto de los recursos interpuestos.

La cuestión a dilucidar en la presente causa consiste en determinar si resulta arbitraria o normativamente incorrecta la sentencia que, al regular los honorarios profesionales del Síndico y del Enajenador de la quiebra, incluye como suma integrante del activo, un crédito que fue pagado en subrogación por una de las herederas del fallido.

Entiendo que asiste razón a los quejosos en su planteo.

Los artículos 267 y 268 LCQ establecen que, en los casos en que la quiebra con-cluye por avenimiento, la base a los fines de regular los honorarios profesionales, es el valor prudencial del activo no realizado, sumado al activo realizado, debiendo conside-rarse además, la proporción de tareas efectivamente cumplidas.

Es decir, la ley es clara al referirse, siempre, al valor del activo, realizado y no realizado.

En tal orden de ideas, resulta conforme al texto legal, la base regulatoria que ha tenido en cuenta el Juez de primera instancia, en la cual incluyó: el precio de venta obte-nido del campo de Cuadro Benegas por $ 800.000; casa de calle Montecaseros $ 650.000; casa calle Alsina $ 276.000; otros bienes $ 15.000.

Por el contrario, incurre en equívoco, la decisión de Cámara que computa como integrante del activo, la suma de $ 564.657,78 correspondiente al pago por subrogación efectuado por una de las herederas del fallido. Resulta evidente que dicha suma consti-tuye un pasivo, antes a favor del Banco de la Nación Argentina y sus letrados patroci-nantes; ahora a favor de la Srta. Mariana Soratto, pero aún así sigue siendo un pasivo.

La conformidad y posterior carta de pago otorgada por la Srta. Soratto, implicó sin lugar a dudas una disminución de dicho pasivo y posibilitó la conclusión de la quie-bra, pero en modo alguno puede considerarse como un incremento del activo.

La tasación del inmueble cercana a $ 1.300.000 tampoco resulta relevante, ni puede computarse para regular los honorarios profesionales. El único valor a tener en cuenta respecto de dicho inmueble, es el precio de la venta directa realizada ($ 800.000), la cual, no obstante la tasación superior, fue autorizada por el Juez teniendo en cuenta las características del inmueble y, esencialmente, el hecho de poder cancelar todo el pasivo con la suma ofertada.

En virtud de lo expuesto, si mi voto resulta compartido por mis distinguidos co-legas de Sala, corresponde revocar la resolución recurrida y, en su lugar, confirmar la regulación de honorarios practicada en primera instancia.

Así voto.

Sobre la misma cuestión el Dr. PEREZ HUALDE, adhiere al voto que antecede.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN, EL DR. JORGE H. NANCLARES, DIJO:

Atento lo resuelto en la cuestión anterior, corresponde hacer lugar a los recursos interpuestos y, en consecuencia, revocar el resolutivo IV) de la sentencia dictada a fs. 999/1006 de los autos n° 11.778/43.722, caratulados: "SORATTO RICARDO P/ QUIE-BRA VOLUNTARIA" por la Segunda Cámara de Apelaciones en lo Civil de la Segun-da Circunscripción Judicial. En su lugar, se deja firme el resolutivo IV) de la sentencia de fs. 895/902.

Así voto.

Sobre la misma cuestión el Dr. PEREZ HUALDE, adhiere al voto que antecede.
A LA TERCERA CUESTIÓN, EL DR. JORGE H. NANCLARES, DIJO:

Atento lo resuelto en las cuestiones anteriores, teniendo en cuenta el carácter alimentario de los créditos discutidos, la etapa en la cual se encuentra la quiebra con-cluida por avenimiento, estimo justo y equitativo que las costas de esta instancia sean soportadas en el orden causado (arts. 36 y 148 C.P.C.).

Así voto.

Sobre la misma cuestión el Dr. PEREZ HUALDE, adhiere al voto que antecede.

Con lo que terminó el acto, procediéndose a dictar la sentencia que a continua-ción se inserta: 

S E N T E N C I A :

Mendoza, 19 de marzo de 2.013.-

Y VISTOS:

Por el mérito que resulta del acuerdo precedente, la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia, fallando en definitiva,

RESUELVE:

I.- Hacer lugar a los recursos extraordinarios interpuestos a fs. 2/16 y, en conse-cuencia, revocar el resolutivo IV) de la sentencia dictada a fs. 999/1006 de los autos n° 11.778/43.722, caratulados: "SORATTO RICARDO P/ QUIEBRA VOLUNTARIA" por la Segunda Cámara de Apelaciones en lo Civil de la Segunda Circunscripción Judi-cial. En su lugar, se deja firme el resolutivo IV) de la sentencia de fs. 895/902.

II.- Imponer las costas en el orden causado.

III.- Regular los honorarios profesionales por la instancia extraordinaria de la siguiente manera: Dra. Daniela GEUNA, en la suma de pesos VEINTISIETE MIL CIENTO TRES ($ 27.103); Dr. Rodolfo GEUNA, en la suma de pesos OCHO MIL CIENTO TREINTA Y UNO ($ 8.131) y Dra. Alida GUILLEN, en la suma de pesos VEINTISIETE MIL CIENTO TRES ($ 27.103) (arts. 15 y 31 Ley 3641). 

Notifíquese.-
Eo
 
 
 
 
 
DR. JORGE H. NANCLARES



DR. ALEJANDRO PEREZ HUALDE
 
CONSTANCIA: Que la presente resolución no es suscripta por el Dr. Omar PALER-MO, por encontrarse  en uso de licencia (art. 88 ap. III del C.P.C.). Secretaría, 19 de marzo de 2.013.-
 
 
 
 
 
 
